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REY
  DE ESPAÑA





  
A
  todos los que la presente vieren y entendieren.





  
Sabed:
  Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la
  siguiente ley:





  
PREÁMBULO





  
I





  
La
  Constitución española (CE) reconoce, en su artículo 47, el
  derecho
  al disfrute de una vivienda digna y adecuada e impone
  seguidamente a
  los poderes públicos el deber de promover las condiciones
  necesarias
  que garanticen la igualdad en el ejercicio de los derechos y el
  cumplimiento de los deberes constitucionales y de establecer las
  normas pertinentes para hacer efectivo el referido derecho. Todo
  ello
  como proyección de su artículo 9.2, lo que explica su ubicación
  sistemática en el capítulo III del título I de la norma
  fundamental, referido a los principios rectores de la política
  social y económica.





  
Por
  su objeto, el derecho constitucional así reconocido incide en el
  goce del contenido de otros derechos constitucionales, declarados
  incluso fundamentales, como los relativos a la integridad física
  y
  moral (artículo 15 CE), a la intimidad personal y familiar
  (artículo
  18 CE), a la protección de la salud (artículo 43 CE) y a un medio
  ambiente adecuado (artículo 45 CE); derechos, todos ellos, que
  guardan una relación estrecha con los valores de la calidad de
  vida
  –de la que habla el propio preámbulo de la norma fundamental– y
  del libre desarrollo de la personalidad en sociedad (artículo
  10.1
  CE). Esta incidencia e imbricación también se deduce de la
  jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y resalta
  en
  la doctrina del Tribunal Constitucional, que es receptiva de
  aquella.
  Todo lo cual modula, tanto el derecho de propiedad, como la
  libertad
  de empresa, cuando operan en el sector de la vivienda, desde el
  doble
  punto de vista de la función social que deben cumplir y del
  interés
  general, respectivamente (artículos 33.2, 38, 128.1 y 131.1 CE).
  Y
  ello sobre el trasfondo de la igualdad de todos los españoles en
  cualquier parte del territorio del Estado (artículo 139.1 CE) en
  los
  términos del artículo 14 CE y, en particular, de las personas y
  grupos sociales en situación de especial desventaja (artículo 48
  CE) y los legítimos intereses de consumidores y usuarios, de
  acuerdo
  con el artículo 51.1 de la Constitución Española.





  
La
  vivienda resulta ser, así, un bien esencial de rango
  constitucional
  que presenta múltiples dimensiones. Desde esta perspectiva, el
  propio Tribunal Constitucional ha reiterado que no constituye un
  título competencial autónomo, sino que puede recaer bajo
  distintos
  títulos competenciales estatales o autonómicos dependiendo de
  cuál
  sea el enfoque y cuáles los instrumentos regulatorios utilizados
  en
  cada caso por el legislador. Dicha complejidad competencial es
  clara
  consecuencia de las distintas dimensiones constitucionales que
  presenta la vivienda.





  
La
  vivienda constituye, ante todo, un pilar central del bienestar
  social
  en cuanto lugar de desarrollo de la vida privada y familiar, y
  centro
  de todas las políticas urbanas. Pero también, desde el punto de
  vista de su soporte físico, es un bien que acota un sector
  económico
  dedicado a su producción, puesta en el mercado y su gestión. De
  hecho, en el conjunto de la edificación urbana, la vivienda ocupa
  el
  80% del espacio construido y, como tal, es un factor determinante
  de
  la estructuración espacial.





  
Es
  lógico que, dada su relevancia social, el derecho a la vivienda
  se
  recoja en importantes declaraciones internacionales, como la
  Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada
  por
  la 183.ª Asamblea General de la Organización de las Naciones
  Unidas, de 10 de diciembre de 1948. Su artículo 25.1 prevé que
  toda
  persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure,
  tanto a él o ella, como a su familia, la vivienda. El Pacto
  Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
  hecho
  en Nueva York el 19 de diciembre de 1966, reconoce también en su
  artículo 11.1, el derecho de toda persona a un nivel de vida
  adecuado incluyendo, entre otros, una vivienda igualmente
  adecuada.
  Asimismo, la Convención Internacional sobre los Derechos de las
  Personas con Discapacidad sigue esta misma línea, reconociendo a
  lo
  largo de su articulado la necesidad de garantizar la
  accesibilidad
  como presupuesto fundamental para el disfrute de una vivienda
  adecuada.





  
La
  Unión Europea también ha avanzado en el reconocimiento del
  derecho
  a la vivienda de toda persona, que se recogió en la Carta Social
  Europea de 1961 y se reforzó en la Carta Social Europea revisada
  en
  1996, según la cual las partes se comprometen a adoptar medidas
  destinadas «a favorecer el acceso a la vivienda de una calidad
  suficiente; a prevenir y paliar la situación de carencia de hogar
  con vistas a eliminar progresivamente dicha situación y a hacer
  asequible el precio de las viviendas a las personas que no
  dispongan
  de recursos suficientes». También el artículo 19 del Pilar
  Europeo
  de derechos sociales, incorpora la vivienda entre los principios
  y
  los derechos esenciales para el funcionamiento de los sistemas de
  bienestar europeo y, por último, la Carta de los Derechos
  Fundamentales de la Unión Europea aprobada por el Parlamento, el
  Consejo y la Comisión Europea el 7 de diciembre de 2000 establece
  en
  su artículo 34.3 que «con el fin de combatir la exclusión social
  y
  la pobreza, la Unión reconoce y respeta el derecho a una ayuda
  social y a una ayuda de vivienda para garantizar una existencia
  digna
  a todos aquellos que no dispongan de recursos suficientes, según
  las
  modalidades establecidas por el Derecho comunitario y las
  legislaciones y prácticas nacionales».





  
En
  esta misma línea se ha expresado la Resolución del Parlamento
  Europeo, de 21 de enero de 2021, sobre el acceso a una vivienda
  digna
  y asequible para todos, en la que se pide a la Comisión y a los
  Estados miembros que se aseguren de que el derecho a una vivienda
  adecuada sea reconocido y ejecutable como un derecho humano
  fundamental mediante disposiciones legislativas europeas y
  estatales
  aplicables, y que garanticen la igualdad de acceso para todos a
  una
  vivienda digna. En suma, la normativa internacional más actual es
  consciente del proceso de segregación de facto en el acceso a la
  vivienda de la que es víctima gran parte de la población,
  especialmente jóvenes y familias y colectivos vulnerables. Como
  consecuencia, sus postulados demandan un cambio de paradigma en
  la
  consideración jurídica de la vivienda, para reforzar su función
  como servicio social de interés general. Sólo de este modo será
  posible garantizar el derecho efectivo a una vivienda digna y
  asequible para todas las personas jóvenes, y especialmente a
  aquellos colectivos en riesgo de exclusión, reconocido y
  ejecutable
  como un derecho humano fundamental e incluyendo en el mismo el
  acceso
  a los servicios básicos definidos en la legislación urbanística y
  de ordenación del territorio, contribuyendo así a garantizar la
  vida digna en un entorno adecuado y a erradicar la pobreza en
  todas
  sus formas.





  
Por
  su parte, las Agendas Urbanas internacionales prestan especial
  atención, también, a la vivienda y, en concreto, la Agenda Urbana
  Española, alineada con estas y con los objetivos de desarrollo
  sostenible que proclama la Agenda 2030, reclama la promoción de
  medidas y la adopción de políticas en materia de vivienda que
  respalden la realización progresiva del derecho de todas las
  personas a una vivienda digna y adecuada, a precios asequibles;
  que
  luchen contra todas las formas de discriminación y violencia,
  especialmente en materia de género; que impidan los desalojos
  forzosos arbitrarios y que se centren en las necesidades de las
  personas sin hogar erradicando el fenómeno del sinhogarismo, de
  quienes padecen situaciones de vulnerabilidad, de los grupos
  sociales
  con bajos ingresos y especiales dificultades y de las personas
  con
  discapacidad; a la vez que propician la participación y la
  colaboración de las comunidades y de todas las personas
  interesadas.
  Estas nuevas Agendas, tanto nacional, como internacionales,
  muestran
  a los Estados y demás escalones de Administración Pública la
  necesidad de reconocer la función social del suelo y de la
  vivienda
  y su compromiso a favor de una amplia gama de opciones de
  creación
  de vivienda, de promoción de diversos tipos de tenencia y de
  enfoques centrados, en suma, en las personas. Todo ello en el
  marco
  de una visión inclusiva de los asentamientos humanos.





  
Asimismo,
  la aprobación de la presente ley cumple con el hito establecido
  en
  el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de España,
  relativo a la reforma C02.R03 «Ley de Vivienda» recogido en el
  número 22 del anexo a la Propuesta de Decisión de Ejecución del
  Consejo, de 16 de junio de 2021, relativa a la entrada en vigor
  de
  una norma que incluye acciones de apoyo al aumento de la oferta
  de
  viviendas que cumplan los requisitos de los edificios de consumo
  de
  energía casi nulo, estrechamente vinculado a los objetivos que
  marca
  la propia definición de vivienda digna y adecuada a los que se
  orienta el conjunto de medidas adoptadas.





  
El
  deber impuesto por el artículo 47 CE incumbe a todos los poderes
  públicos sin excepción, que están obligados a cumplirlo en el
  marco de sus respectivas esferas de competencia. Esta ley debe
  entenderse, por tanto, en el contexto del cumplimiento por parte
  del
  Estado de la obligación que, en el marco de sus competencias
  constitucionales, le incumbe en la protección del derecho a
  acceder
  a una vivienda digna y adecuada y a su disfrute. Su dictado se
  produce, además, en un momento especialmente relevante, cuando
  tras
  la crisis económica y financiera de la última década y en el
  contexto de una progresiva recuperación tras la difícil situación
  a la que abocó la pandemia a muchas personas y hogares, una parte
  importante de la población sigue sufriendo severos impactos de la
  misma, focalizados en muchos casos en la pérdida de la vivienda o
  en
  la imposibilidad de acceder a ella en condiciones asequibles, y
  tras
  la aprobación de un buen número de normas autonómicas que, de
  forma más coyuntural que estructural, han tratado de dar
  respuesta a
  las necesidades sociales de vivienda más perentorias. De hecho,
  una
  gran mayoría de dichas leyes son de segunda generación, es decir,
  han sido aprobadas estando vigentes las primeras o segundas leyes
  de
  vivienda de las respectivas Comunidades Autónomas.





  
Contrasta,
  por ello, la ausencia en las políticas legislativas del Estado de
  una norma en materia de vivienda que, al igual que existe en
  otros
  ámbitos con los que está íntimamente relacionada, fije aquellas
  condiciones básicas y de igualdad que garanticen un tratamiento
  uniforme del derecho a la vivienda que reconoce la Constitución,
  además de aquellos otros aspectos que, por virtud de sus títulos
  competenciales, le corresponden. El propio Tribunal
  Constitucional,
  en una suerte de reproche al legislador estatal, ha puesto en
  evidencia la inexistencia de una legislación estatal sobre
  vivienda
  que sirva como parámetro de constitucionalidad a la elevada
  producción normativa autonómica en la materia. La Sentencia
  16/2018, de 22 de febrero, por citar alguna de ellas, justifica
  la
  imposibilidad de considerar que una norma autonómica contradice
  las
  competencias estatales cuando el legislador estatal no ha
  «dictado,
  para asegurar una cierta igualdad en el ejercicio del derecho
  constitucional a la propiedad privada, una norma que reserve al
  propietario de viviendas (o de edificaciones en general) la
  decisión
  de tenerlas permanentemente habitadas» (F.J. 8.a). También,
  recuerda la Sentencia 80/2018, de 5 de julio, que «No habiendo el
  legislador estatal ejercido la habilitación que el art. 149.1.1.ª
  CE le otorga, resulta necesario afirmar que el legislador
  autonómico
  en materia de vivienda, en el momento en el que realizamos este
  enjuiciamiento, no encuentra límites desde esta perspectiva
  constitucional». Esta misma doctrina jurisprudencial se reitera
  en
  otras sentencias como la 32/2018, de 10 de abril, y la 43/2018,
  de 26
  de abril.





  
Esta
  ley es, por tanto, la primera ley estatal reguladora del derecho
  a la
  vivienda desde la aprobación de la Constitución, si bien, no
  puede
  decirse que el Estado haya estado ausente en las políticas de
  vivienda. Es bien conocida la importante asignación de fondos
  públicos a través de ayudas correspondientes al ámbito fiscal y
  la
  aprobación sistemática y continuada durante toda la democracia de
  los conocidos Planes de Vivienda que han tenido una amplia e
  indudable repercusión sobre la población. No obstante, todos
  ellos
  mantuvieron a lo largo del tiempo un carácter unitario y
  constante,
  tanto en su diseño, como en su contenido, defendiendo y
  materializando una política de vivienda basada fundamentalmente
  en
  el fomento de la producción de un volumen creciente de viviendas,
  la
  ocupación de nuevos suelos con el consiguiente crecimiento de las
  ciudades y la apuesta por la propiedad como forma esencial de
  acceso
  a la vivienda.





  
Esta
  política expansiva y de fomento de la propiedad, comenzó a
  reorientarse hacia la rehabilitación y el alquiler, con el Plan
  Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012, regulado por el
  Real
  Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre. Los siguientes planes
  estatales: el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas,
  la
  rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación
  urbanas 2013-2016, regulado por el Real Decreto 233/2013, de 5 de
  abril, el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, regulado por Real
  Decreto 106/2018, de 9 de marzo, y el Plan Estatal para el acceso
  a
  la vivienda 2022-2025 regulado por Real Decreto 42/2022, de 18 de
  enero, sirven para confirmar y reforzar este cambio de
  modelo.





  
No
  obstante, aún existen importantes desequilibrios entre la nueva
  construcción y la actividad de rehabilitación y entre la tenencia
  de vivienda en propiedad y en alquiler, a lo que se suma el hecho
  de
  que los parques públicos de vivienda en alquiler sean del todo
  insuficientes para atender la necesidad de aquellas personas y
  hogares que tienen más dificultades para acceder al mercado por
  sus
  escasos medios económicos. Valga el dato de que, del total de las
  viviendas construidas entre el año 1962 y el año 2020, el 31,5 %
  fueron viviendas protegidas, es decir, unos 5,7 millones de
  viviendas
  que se promovieron al amparo de algún régimen de protección
  pública, pero que en su mayoría y pese al importante esfuerzo
  público realizado en su promoción y construcción, han dejado de
  estar sujetas, en plazos relativamente cortos, a ningún tipo de
  límite de venta o alquiler.





  
También
  desde el punto de vista territorial, es preciso reconocer que los
  desequilibrios en el acceso a la vivienda no se producen
  únicamente
  en los entornos urbanos y en las grandes ciudades, sino que
  también
  en el medio rural se identifica en muchas ocasiones una
  insuficiente
  oferta de vivienda disponible en adecuadas condiciones y son
  necesarias acciones encaminadas a la recuperación, rehabilitación
  o
  adaptación del parque edificatorio existente, que precisan el
  particular apoyo de los poderes públicos. Así, se hace necesario
  que todas las administraciones, en el ejercicio de sus
  competencias
  sobre vivienda, garanticen el acceso a la vivienda en las áreas
  rurales, especialmente para los colectivos vulnerables,
  impulsando la
  cohesión territorial y facilitando la lucha contra la
  despoblación.





  
Hoy
  se considera imprescindible que la planificación económica en
  materia de vivienda cuente con un marco legislativo estable, una
  de
  cuyas misiones trata de cumplir esta ley.





  
En
  lo que se refiere a la calidad del parque de viviendas, la
  normativa
  estatal de edificación establece requisitos y exigencias básicas
  que afectan directamente a la funcionalidad, la seguridad y la
  habitabilidad de las viviendas. Sin embargo, dichas exigencias
  sólo
  aplican en aquellas viviendas de nueva construcción o en
  determinadas intervenciones sobre las existentes y no se dota de
  instrumentos efectivos para asegurar el conocimiento efectivo por
  parte del adquirente o arrendatario de la calidad y prestaciones
  de
  la vivienda que es objeto de la operación inmobiliaria, un
  aspecto
  clave para asegurar su adecuación al derecho constitucional. Por
  ello se hace necesario establecer unos principios generales de
  actuación para garantizar que en tales operaciones se disponga de
  la
  información suficiente para contrastar a través de los datos y
  características de la vivienda, que puede ser considerada como
  digna
  y adecuada para que una persona o unidad de convivencia pueda
  habitarla y disfrutar de ella, tal y como reclama la
  Constitución.





  
II





  
Conforme
  al artículo 148.3 de la Constitución, todas las Comunidades
  Autónomas tienen asumida en sus Estatutos de Autonomía, sin
  excepción, la competencia plena en materia de vivienda. A
  diferencia
  del Estado, que sólo puede incidir, con distinto alcance y sobre
  la
  base de títulos competenciales diversos, en la política de
  vivienda, los legisladores autonómicos pueden formular completos
  programas normativos de la acción pública en la materia. Uno y
  otras están abocados, por tanto, a articular sus respectivas
  actuaciones de modo que puedan desplegarse en un marco normativo
  coherente, estable y seguro que haga posible la realidad del
  derecho
  reconocido en el artículo 47 de la Constitución en ejecución de
  las medidas, acciones, planes y programas correspondientes y la
  igualdad básica de todos los españoles en relación con dicho
  derecho.





  
La
  jurisprudencia constitucional también ha avalado este esquema de
  concurrencia competencial. La Sentencia clave a estos efectos es
  la
  Sentencia del Tribunal Constitucional 152/1988, de 20 de julio,
  que
  tuvo como objeto de análisis uno de los planes de vivienda
  estatales
  de protección pública a la vivienda y que amparó la dinámica de
  dichos planes. Dicha Sentencia, al lado de otras posteriores, han
  mantenido, en lo básico, el esquema inicial del Tribunal
  Constitucional, que amparó la competencia estatal para aprobar
  los
  planes de vivienda, fundamentalmente con base en el artículo
  149.1.13.ª CE, que atribuye al Estado la competencia relativa a
  la
  planificación general de la actividad económica, en concreto el
  establecimiento de bases y coordinación de esta
  planificación.





  
Pero,
  existen otros títulos competenciales que exigen al Estado abordar
  esta tarea legislativa. En primer lugar, el del artículo
  149.1.1.ª
  CE para regular las condiciones básicas que garanticen la
  igualdad
  de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el
  cumplimiento de los deberes constitucionales, en este caso, en
  relación con el derecho de propiedad de la vivienda, pero también
  con el ejercicio del derecho constitucional a disfrutar de una
  vivienda digna y adecuada e incluso con los derechos a la
  intimidad y
  la inviolabilidad del domicilio, puesto que la vivienda habitual
  es
  donde la inmensa mayoría de las personas tienen su domicilio y
  ejercen la intimidad de su vida personal y familiar. La dignidad
  y
  adecuación de la vivienda son, pues, condiciones asimismo para el
  ejercicio de estos derechos de las personas que las
  habitan.





  
En
  segundo lugar, están las competencias estatales en materia de
  legislación mercantil (artículo 149.1.6.ª CE) y civil (artículo
  149.1.8.ª CE) en relación con los contratos vinculados al acceso
  a
  la vivienda, tal y como ha admitido sin vacilar la jurisprudencia
  constitucional (vid., por todas, la Sentencia del Tribunal
  Constitucional 15/1989, de 26 de enero). En tercer lugar, cabe
  citar
  el establecimiento de las bases de la ordenación del crédito,
  banca
  y seguros (artículo 149.1.11.ª CE), resultando obvio que la
  producción de viviendas por las empresas promotoras y su
  adquisición
  por parte de la ciudadanía requiere, de forma mayoritaria, de
  préstamos otorgados por las entidades de crédito, materia en la
  que
  la competencia estatal es relevante. En íntima conexión con esta
  competencia estatal se encontraría también la relativa a hacienda
  general y deuda del Estado (artículo 149.1.14.ª), que constituyen
  títulos competenciales que se han venido ejerciendo por el Estado
  en
  la regulación de los préstamos convenidos o cualificados o en el
  otorgamiento de ayudas económicas. En último lugar, la
  competencia
  estatal para dictar legislación básica sobre protección del medio
  ambiente (artículo 149.1.23.ª CE), también lleva al Estado a
  dictar una norma en materia de vivienda, habida cuenta de la
  repercusión ambiental de la producción y utilización de las
  viviendas, así como la competencia relativa a las bases del
  régimen
  minero y energético (artículo 149.1.25.ª CE), puesto que el
  subsector vivienda es un ámbito clave en relación con las medidas
  de eficiencia y ahorro de energía.





  
Esto
  es, toda una pléyade de títulos competenciales, cuyo ejercicio
  estatal exige la aprobación de normas estatales sobre la materia
  vivienda, sin perjuicio, naturalmente, del legítimo ejercicio de
  las
  competencias exclusivas en dicha materia asumidas por las
  Comunidades
  Autónomas y también por otras Administraciones públicas,
  particularmente la municipal, a la que se atribuye como
  competencia
  propia la promoción y gestión de la vivienda de protección
  pública
  con criterios de sostenibilidad financiera en virtud del artículo
  25.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen
  Local.





  
III





  
La
  presente Ley de vivienda, sobre la base de las referidas
  competencias
  estatales, busca el establecimiento de una regulación homogénea
  de
  los aspectos más esenciales de las políticas de vivienda que
  tanto
  afectan, como se ha señalado, no sólo a la satisfacción del
  propio
  derecho de acceso a la vivienda, sino también a la de otros
  derechos
  constitucionales y a la actividad económica del país. Y ello
  desde
  una doble vertiente, una jurídico-pública, como es la
  contemplada,
  principalmente, en el título preliminar y en los títulos I a III,
  y
  otra vertiente jurídico-privada, más presente en el título
  IV.





  
Dentro
  de este marco, los objetivos perseguidos por la ley son los
  siguientes:




  
−
  

    

      

        
Establecer
        una regulación básica de los derechos y deberes de los
        ciudadanos
        en relación con la vivienda, así como de los asociados a la
        propiedad de vivienda, aplicable a todo el territorio
        nacional.
      
    
  




  
−
  

    

      

        
Facilitar
        el acceso a una vivienda digna y adecuada a las personas
        que tienen
        dificultades para acceder a una vivienda en condiciones de
        mercado,
        prestando especial atención a jóvenes y colectivos
        vulnerables y
        favoreciendo la existencia de una oferta a precios
        asequibles y
        adaptada a las realidades de los ámbitos urbanos y
        rurales.
      
    
  




  
−
  

    

      

        
Dotar
        de instrumentos efectivos para asegurar la funcionalidad,
        la
        seguridad, la accesibilidad universal y la habitabilidad de
        las
        viviendas, garantizando así la dignidad y la salud de las
        personas
        que las habitan.
      
    
  




  
−
  

    

      

        
Definir
        los aspectos fundamentales de la planificación y
        programación
        estatales en materia de vivienda, con objeto de favorecer
        el
        ejercicio del derecho constitucional en todo el
        territorio.
      
    
  




  
−
  

    

      

        
Regular
        el régimen jurídico básico de los parques públicos de
        vivienda,
        asegurando su desarrollo, protección y eficiencia para
        atender a
        aquellos sectores de la población con mayores dificultades
        de
        acceso.
      
    
  




  
−
  

    

      

        
Favorecer
        el desarrollo de tipologías de vivienda adecuadas a las
        diferentes
        formas de convivencia y de habitación, favoreciendo la
        adaptación a
        las dinámicas y actuales exigencias de los hogares.
      
    
  




  
−
  

    

      

        
Mejorar
        la protección en las operaciones de compra y arrendamiento
        de
        vivienda, introduciendo unos mínimos de información
        necesaria para
        dar seguridad y garantías en el proceso.
      
    
  





  
Para
  avanzar en el cumplimiento de estos objetivos, la ley se
  estructura
  en cinco títulos y contiene 36 artículos, seis disposiciones
  adicionales, cuatro disposiciones transitorias, una disposición
  derogatoria y nueve disposiciones finales.





  
En
  primer lugar, en el título preliminar, se concretan el objeto y
  los
  fines de la ley y se establecen las correspondientes definiciones
  legales. Además, se configuran las políticas destinadas a
  satisfacer el derecho de acceso a una vivienda digna y adecuada
  como
  un servicio de interés general, tanto mediante la creación y
  gestión de parques públicos de vivienda como a través de aquellas
  actuaciones, públicas y privadas, que tengan por objetivo la
  provisión de viviendas sometidas a algún régimen de protección
  pública.





  
Las
  políticas públicas en materia de vivienda han de orientarse desde
  esta doble perspectiva, de un lado, es imprescindible para
  cumplir el
  mandato del artículo 47 CE, que las administraciones
  territoriales
  competentes desarrollen sus respectivos parques públicos de
  vivienda
  para destinarlos, con carácter prioritario, a satisfacer la
  necesidad de vivienda de aquellos colectivos más desfavorecidos,
  en
  situaciones de vulnerabilidad o exclusión social y, con carácter
  general, de todos aquellos que tengan dificultades de acceso a la
  vivienda en el mercado.





  
De
  otro lado, las políticas públicas deben favorecer la existencia
  de
  una oferta suficiente y adecuada de vivienda, que responda a la
  demanda existente y permita el equilibrio del mercado, asegurando
  la
  transparencia y adecuado funcionamiento del mismo.





  
Finalmente,
  el título preliminar regula también, a modo de como se hace ya en
  el ámbito del urbanismo, o el medioambiental, la acción pública
  para exigir el cumplimiento de la normativa aplicable en esta
  materia
  y define el principio de igualdad y no discriminación en el
  ámbito
  de la vivienda.





  
En
  el título I, se regulan aspectos esenciales del derecho
  constitucional a una vivienda digna y adecuada, recogiendo el
  estatuto básico del ciudadano en relación con la vivienda, así
  como el régimen jurídico básico del derecho de propiedad de la
  vivienda, definiendo las facultades y deberes que comporta. Entre
  otros aspectos, en zonas de mercado residencial tensionado se
  introduce un deber legal de información por parte de los grandes
  tenedores, a requerimiento de la Administración competente en
  materia de vivienda, con objeto de asegurar el cumplimiento de
  los
  deberes asociados al derecho de propiedad de la vivienda,
  especialmente en estos entornos en los que debe evitarse
  prácticas
  de retención y desocupación indebidas, que podrían tener efectos
  muy negativos en el mercado residencial a nivel local.




  

    

      

        

          
En
          este contexto, se entiende la definición de carácter
          general del
          concepto de «gran tenedor», como la persona física o
          jurídica que
          sea titular de más de diez inmuebles urbanos, excluyendo
          garajes y
          trasteros, o una superficie construida de más de 1.500
          m
        
      
    
  


  

    

      

        

          

            
2
          
        
      
    
  


  

    

      

        

          
,
          en los términos ya recogidos en el Real Decreto-ley
          11/2020, de 31
          de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes
          complementarias en
          el ámbito social y económico para hacer frente al
          COVID-19,
          acotándose en el texto de la ley a aquellos inmuebles y
          superficie
          que sea de uso residencial. Si bien, se especifica que
          tal definición
          general podrá ser particularizada en la declaración de
          entornos de
          mercado residencial tensionado, pudiendo alcanzar a
          titulares de
          cinco o más inmuebles urbanos de uso residencial que
          estén ubicados
          en dichos entornos.
        
      
    
  





  
En
  todo caso, las definiciones recogidas en la ley se establecen a
  los
  efectos de lo dispuesto en la propia ley, respetando en todo caso
  las
  definiciones existentes o las que pudieran adoptarse en el marco
  de
  las legislaciones de las comunidades autónomas sobre esta
  materia.





  
A
  través de todo ello se trata de favorecer el equilibrio entre la
  oferta de vivienda y la necesidad de residencia habitual en las
  zonas
  definidas como de mercado residencial tensionado, promoviendo los
  instrumentos, la planificación y las medidas necesarias para
  revertir, desde los poderes públicos, tal situación. No puede
  dejar
  de reconocerse que buena parte de estos contenidos normativos ya
  se
  encontraban presentes, de una u otra forma, en algunas leyes
  autonómicas, pero es precisamente la ausencia de regulación en
  otras Comunidades Autónomas, la que enfatiza la necesidad de
  establecer, precisamente por el Estado, unos mimbres legales
  comunes
  de aspectos tan esenciales y básicos para las políticas de
  protección del derecho de acceso a una vivienda digna y adecuada.
  Entre ellos, que las facultades de las personas propietarias no
  amparan el uso antisocial de la vivienda o la discriminación por
  cualquier razón, entre otras. También la definición de los
  derechos y deberes básicos del propietario de vivienda, como el
  de
  uso y disfrute de la misma, de manera efectiva.





  
De
  esta forma la ley establece un estatuto de derechos y deberes de
  los
  propietarios de vivienda que atiende a las características de la
  propia vivienda y el edificio en que se enclava, del entorno
  urbano o
  rural y a las particularidades del titular del inmueble, aspectos
  todos ellos que inciden en la salvaguarda de la función social
  que
  debe ser inherente a la vivienda.





  
En
  el título II, se recogen los aspectos fundamentales de la
  actuación
  pública en materia de vivienda, precisando algunos principios
  vinculados a la ordenación territorial y urbanística y regulando
  las herramientas básicas de la planificación estatal en esta
  materia, con plena salvaguarda de la competencia autonómica en
  esta
  materia.





  
Así,
  la ley articula las políticas de planificación y programación
  públicas, sobre dos categorías de vivienda protegida: vivienda
  social y vivienda de precio limitado.





  
El
  parque de vivienda social está integrado por el conjunto de
  viviendas sobre suelo de titularidad pública, destinado al
  alquiler,
  cesión u otras formas de tenencia temporal, orientado, de manera
  prioritaria, a atender las necesidades de los sectores de
  población
  con mayores dificultades de acceso a la vivienda.





  
Dentro
  del parque de vivienda social se encuentran las viviendas
  dotacionales públicas, que son aquellas que ocupan terrenos
  calificados urbanísticamente como dotacionales públicos o que
  forman parte de edificaciones o locales destinados a
  equipamientos de
  titularidad pública y afectos al servicio público. Las viviendas
  dotacionales públicas podrán gestionarse por las administraciones
  públicas, sus entidades dependientes o entidades sin ánimo de
  lucro
  con fines sociales vinculados a la vivienda, para garantizar el
  acceso a las mismas a personas en situaciones de vulnerabilidad o
  en
  exclusión social, en régimen de alquiler, derecho de superficie u
  otras modalidades de tenencia temporal admitidas por la
  legislación
  aplicable.





  
Las
  viviendas dotacionales públicas, junto con el resto de la
  vivienda
  social, formará parte del parque público de vivienda que se
  regula
  específicamente en el título III, y que estará sujeto a
  limitaciones para asegurar su pervivencia y su destino como
  instrumento al servicio de las políticas de vivienda.





  
La
  ley establece varios mecanismos para ampliar la oferta de
  vivienda
  social: se permitirá que se califique como uso compatible de los
  suelos dotacionales, el uso de vivienda dotacional pública; se
  podrá
  obtener suelo para vivienda dotacional o social con cargo a
  actuaciones de trasformación urbanística y, además, se garantiza
  que se construya vivienda dotacional en los suelos procedentes
  del
  cumplimiento del deber previsto en la letra b) del apartado 1 del
  artículo 18 del texto refundido de la Ley de Suelo y
  Rehabilitación
  Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de
  octubre. Para ello se impide que, en los municipios donde exista
  desajuste entre la oferta y la demanda de vivienda habitual,
  pueda
  sustituirse la entrega de este suelo por otras formas de
  cumplimiento
  del deber o que se pueda destinar a otros usos de interés social
  distintos al anterior.





  
En
  segundo lugar, dentro de la vivienda protegida se define la
  vivienda
  de precio limitado como aquella que está sujeta a limitaciones
  administrativas en los precios de venta y/o alquiler, por un
  plazo de
  tiempo determinado. La vivienda protegida de precio limitado
  estará
  destinada a diferentes regímenes de tenencia y su volumen y
  características en cuanto a superficies y precios estará
  condicionado en todo caso a la demanda y necesidades de los
  hogares
  en su ámbito territorial.





  
La
  vivienda protegida de precio limitado podrá ejecutarse, al igual
  que
  las otras modalidades de vivienda protegida, sobre las reservas
  de
  suelo para vivienda sujeta a algún régimen de protección pública
  que prevé la letra b) del apartado 1 del artículo 20, del texto
  refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado
  por
  Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, en cuyo caso
  deberán mantener dicha condición de forma permanente en tanto que
  se mantenga el destino de ese suelo. Si bien, la vivienda de
  precio
  limitado también podrá desarrollarse sobre suelos calificados con
  el uso de vivienda libre.





  
En
  todo caso, la ley garantiza que la vivienda protegida, ya sea
  social
  o de precio limitado, no pueda descalificarse, salvo en el
  supuesto
  de viviendas promovidas sobre suelos cuya calificación
  urbanística
  no imponga dicho destino y que no cuenten con ayudas públicas
  para
  su promoción, o en aquellos casos que excepcionalmente se
  justifique
  de acuerdo con la normativa autonómica, no pudiendo ser en tales
  supuestos excepcionales, el periodo de calificación inferior a
  treinta años. En el resto de los supuestos en los que la
  calificación urbanística del suelo imponga dicho destino, ésta no
  podrá modificarse como tampoco podrán descalificarse las
  viviendas
  sobre dichos suelos.





  
Pero
  también es importante destacar la introducción del concepto de
  vivienda asequible incentivada, como figura necesaria para
  incrementar la oferta a corto plazo. Se trata de un novedoso
  concepto
  que se suma a la vivienda protegida como mecanismo efectivo para
  incrementar la oferta de vivienda a precios asequibles,
  considerándose como aquella vivienda de titularidad privada,
  incluidas las entidades del tercer sector y de la economía
  social, a
  cuyo titular la Administración competente otorga beneficios de
  carácter urbanístico, fiscal, o de cualquier otro tipo, a cambio
  de
  destinarlas a residencia habitual en régimen de alquiler a
  precios
  reducidos, o de cualquier otra fórmula de tenencia temporal, de
  personas cuyo nivel de ingresos no les permite acceder a una
  vivienda
  a precio de mercado. De esta forma, se busca la implicación de
  todos
  los agentes públicos, privados y tercer sector en la búsqueda de
  soluciones de los problemas de oferta de vivienda y la
  orientación a
  tal fin del parque de vivienda existente, vinculando siempre los
  beneficios públicos que se asignen a estas viviendas a las
  limitaciones de uso, temporales y de precios máximos que, en cada
  caso, determine la Administración competente.





  
Se
  incluye también dentro del título II la declaración de zonas de
  mercado residencial tensionado, que podrán efectuar las
  Administraciones competentes en materia de vivienda a los efectos
  de
  orientar las actuaciones públicas en materia de vivienda en
  aquellos
  ámbitos territoriales en los que exista un especial riesgo de
  oferta
  insuficiente de vivienda para la población, en condiciones que la
  hagan asequible para su acceso en el mercado, estableciéndose
  unas
  reglas procedimentales para su declaración a los efectos de la
  legislación estatal. Como principal efecto de la declaración de
  estos ámbitos tensionados es la redacción de un plan específico
  que propondrá las medidas necesarias para la corrección de los
  desequilibrios observados.





  
En
  todo caso, debe destacarse que el objetivo común de las distintas
  administraciones públicas para dotar a la ciudadanía de una
  vivienda digna y adecuada hace necesario establecer los
  mecanismos y
  órganos de colaboración y cooperación para garantizar su
  participación y eficiencia en la consecución de la garantía
  constitucional, sin renunciar al ámbito competencial
  correspondiente. Particularmente, el Estado se dota de los planes
  estatales en materia de vivienda y de los diferentes programas en
  materia de rehabilitación, regeneración y renovación urbana y
  rural, cuyo contenido no se encuentra únicamente circunscrito a
  las
  ayudas públicas, sino que establece un conjunto de objetivos,
  líneas
  de acción, medidas y programas que, sobre un ámbito temporal
  plurianual, deben marcar periódicamente la política del Estado en
  estas materias.





  
En
  estos planes serán prioritarias, entre otras actuaciones
  estatales,
  aquellas que fomenten la utilización adecuada y la ocupación
  racional y eficiente del patrimonio residencial; la conservación,
  el
  mantenimiento y la rehabilitación de las viviendas que
  constituyan
  residencia habitual y que tengan por objeto el cumplimiento de
  los
  requisitos de habitabilidad previstos en la ley así como las que
  contribuyan a mejorar la eficiencia energética, promuevan la
  utilización de energías renovables y la accesibilidad universal
  del
  parque edificado, favoreciendo en todo caso un incremento de la
  oferta de vivienda asequible de las máximas prestaciones, que van
  más allá del cumplimiento de los requisitos de los edificios de
  consumo de energía casi nulo (EECN), en el contexto de lo
  previsto
  en el Componente 2 «Implementación de la Agenda Urbana española:
  Plan de rehabilitación y regeneración urbana» del Plan de
  Recuperación, Transformación y Resiliencia de España, siendo
  prioritarias las actuaciones vinculadas con la creación,
  ampliación
  y gestión de los parques públicos de vivienda; la construcción y
  rehabilitación de viviendas sometidas a algún régimen de
  protección pública, así como aquellas que promuevan la aplicación
  de tipologías edificatorias que respondan a las necesidades
  propias
  de las distintas etapas de la vida de las personas y los hogares,
  así
  como a las actuales necesidades sociales y composición de las
  unidades de convivencia.





  
Por
  último, se establece el Consejo Asesor de Vivienda, como un
  órgano
  consultivo para las políticas estatales de vivienda, cuya
  creación
  deberá ser objeto de desarrollo reglamentario y que asegurará la
  participación de los distintos agentes sociales en la elaboración
  y
  desarrollo de la política de vivienda.





  
En
  el título III se establece la regulación del régimen jurídico
  básico de los parques públicos de vivienda, una de las apuestas
  más
  significativas de esta ley. Dichos parques públicos, casi
  inexistentes en España si se comparan con la media de la Unión
  Europea, son fundamentales para garantizar el acceso a una
  vivienda
  digna y adecuada a amplios grupos sociales y para poder paliar
  los
  efectos de los graves desajustes del mercado. Según las últimas
  estimaciones del Observatorio de Vivienda y Suelo del Ministerio
  de
  Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, se puede señalar que en
  España existe un parque de vivienda social, considerando como
  tal,
  exclusivamente, la vivienda en alquiler de titularidad pública,
  situado en el entorno de las 290.000 viviendas. De las cuales,
  unas
  180.000 son de titularidad de las comunidades autónomas y
  entidades
  dependientes, y otras 110.000 viviendas son de titularidad de los
  ayuntamientos y entidades dependientes. Este parque de 290.000
  viviendas sociales apenas ofrece cobertura a un 1,6 % de los 18,6
  millones de hogares que habitan en España, lo que contrasta con
  los
  porcentajes sensiblemente superiores al 15 % registrados en
  algunos
  de los principales países de nuestro entorno, como Francia, Reino
  Unido, Suecia, Países Bajos, Austria o Dinamarca, considerando el
  total del parque de vivienda social.





  
Esta
  insuficiencia de los parques públicos de vivienda explica, en
  buena
  medida, las extraordinarias dificultades de amplias capas de la
  población para disponer de una vivienda que se adapte a sus
  necesidades y a sus capacidades económicas. Tal es el caso, por
  ejemplo, de las personas jóvenes que tienen que retrasar la edad
  de
  emancipación por sus dificultades para la incorporación al
  mercado
  de trabajo y el acceso a la vivienda. De hecho, la edad media de
  emancipación en nuestro país ha sufrido un importante retroceso
  con
  motivo de la crisis económica, situándose en 2020, según los
  últimos datos de Eurostat, en 29,8 años, muy por encima de la
  media
  de la Unión Europea, que se sitúa en los 26,4 años. Merecen
  también especial consideración las personas que a consecuencia de
  la crisis económica o en el contexto de la crisis sanitaria
  derivada
  de la pandemia, han perdido la vivienda que habitaban; los
  hogares
  monoparentales, en notable aumento; los de personas mayores,
  especialmente mujeres; con bajos ingresos; las personas sin hogar
  y
  todos aquellos colectivos que no pueden satisfacer su necesidad
  de
  vivienda en las condiciones del mercado. A estas circunstancias
  se ha
  unido en el pasado la venta de parte de dichas viviendas públicas
  en
  determinados lugares de España a fondos de inversión, reduciendo
  el
  ya de por sí menguado parque de vivienda social existente en
  nuestro
  país.





  
En
  este contexto, la ley apuesta por unos parques públicos que se
  nutrirán del desarrollo urbanístico y edificatorio de suelos de
  titularidad pública, para lo que pueden contar con fórmulas de
  colaboración público-privada. Pero también integrarán el parque
  público las viviendas sociales adquiridas por las
  Administraciones
  Públicas en ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, en
  casos
  de ejecución hipotecaria o dación en pago de vivienda habitual de
  colectivos en situación de vulnerabilidad o en exclusión social o
  cualquier otra vivienda social adquirida por las Administraciones
  públicas con competencias en materia de vivienda, o cedida a las
  mismas, que sea susceptible de destinarse a los fines del parque
  público de vivienda.





  
De
  esta forma, la ley evita que vuelvan a repetirse indebidas
  enajenaciones del parque público de vivienda, y se establece un
  patrimonio separado en el que los ingresos obtenidos deberán
  destinarse siempre a la creación, ampliación, rehabilitación o
  mejora de los parques públicos de vivienda. La ley establece que
  los
  ingresos procedentes de las sanciones que pudieran imponerse por
  el
  incumplimiento de la función social de la propiedad de la
  vivienda,
  así como los ingresos procedentes de la enajenación de los bienes
  patrimoniales del parque público de vivienda deberán tener como
  único destino el de sufragar las políticas públicas de vivienda,
  en los términos y condiciones establecidas.





  
El
  título IV se centra en el refuerzo de la protección en las
  operaciones de compra o alquiler de vivienda, estableciendo una
  serie
  de garantías y obligaciones de información a la que tienen
  derecho
  las personas o entidades adquirentes o arrendatarias de vivienda,
  y
  una serie de responsabilidades derivadas de su incumplimiento, ya
  se
  trate del vendedor o del intermediario en la operación
  inmobiliaria.
  En particular, se establece como derecho de las personas
  demandantes,
  adquirientes o arrendatarias de vivienda, el de recibir
  información
  en formato accesible, que sea completa, objetiva, veraz, clara,
  comprensible y accesible, que asegure el pleno conocimiento de
  las
  condiciones de la vivienda objeto de la operación. Asimismo, se
  establecen determinados requisitos básicos de los agentes
  inmobiliarios y de la información o publicidad a los que deben
  sujetarse los operadores.





  
En
  el mismo título IV se recoge, sin perjuicio de los principios y
  requerimientos contenidos en la normativa autonómica de
  aplicación
  y con carácter mínimo, la información que la persona interesada
  en
  la compra o arrendamiento de una vivienda que se encuentre en
  oferta
  puede requerir, antes de la formalización de la operación y de la
  entrega de cualquier cantidad a cuenta.





  
El
  título IV se cierra con una serie de medidas encaminadas a la
  mejora
  de la información y el compromiso con la transparencia en materia
  de
  vivienda, con objeto de asegurar el adecuado funcionamiento del
  mercado de la vivienda y el acceso a la información, en
  determinados
  ámbitos que son estratégicos para la definición de las bases y
  coordinación de la planificación general de la actividad
  económica.





  
Entre
  estos ámbitos destaca la vivienda pública. Una materia sobre la
  que
  instituciones como el Defensor del Pueblo han manifestado de
  forma
  expresa la necesidad de avanzar en información y transparencia y
  en
  la que existe en España un importante déficit. En este contexto,
  se
  establece la obligación de elaborar y mantener actualizado un
  inventario del parque público de vivienda y una memoria anual en
  la
  que se especifiquen las acciones adoptadas para reforzar dicho
  parque
  y acomodarlo a la demanda existente y, en particular, por parte
  de
  las personas y hogares con menores recursos.





  
Asimismo,
  se incluyen otros ámbitos en los que se establecen objetivos y
  acciones de mejora de la información y la transparencia, a través
  de la sede electrónica prevista en el artículo 38 de la Ley
  40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
  Entre ellos figura la cuantificación de las inversiones anuales
  en
  los principales programas de política de vivienda, la
  aproximación
  a la vivienda deshabitada o vacía en el ámbito territorial, la
  caracterización de la demanda de vivienda, necesaria para
  orientar
  las principales medidas en materia de política económica y
  fiscal,
  así como el suelo público disponible para vivienda, especificando
  aquel que forma parte del patrimonio público de suelo, en virtud
  del
  deber legal de cesión establecido en la legislación estatal de
  suelo.















